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I. NOVEDADES NORMATIVAS.
1. Estado.
Novedades desde el mes de diciembre de 2018.

→ Real Decreto-ley 20/2018, de 7 de diciembre, de medidas urgentes para el impulso de la competitividad económica en el sector de la industria y el comercio en España (BOE núm. 296, de 8 de diciembre de 2018). Introduce, como sanción accesoria, una nueva prohibición de contratar al modificar el artículo 34 de la Ley de Industria de 1992: 
“3.  La autoridad sancionadora competente podrá acordar, además, en las infracciones graves y muy graves, la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones y la prohibición para celebrar contratos con las Administraciones Públicas, durante un plazo de hasta dos años en las infracciones graves y hasta cinco años en las muy graves”.
→ Resolución de 19 de diciembre de 2018, de la Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional, por la que se publica el tipo legal de interés de demora aplicable a las operaciones comerciales durante el primer semestre natural del año 2019 (BOE núm. 308, de 22 de diciembre de 2018). El tipo es el 8 por 100.
→ Real Decreto 1462/2018, de 21 de diciembre, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2019 (BOE núm. 312, de 27 de diciembre de 2018).
«El salario mínimo para cualesquiera actividades en la agricultura, en la industria y en los servicios, sin distinción de sexo ni edad de los trabajadores, queda fijado en 30 euros/día o 900 euros/mes, según que el salario esté fijado por días o por meses. En el salario mínimo se computa únicamente la retribución en dinero, sin que el salario en especie pueda, en ningún caso, dar lugar a la minoración de la cuantía íntegra en dinero de aquel. Este salario se entiende referido a la jornada legal de trabajo en cada actividad, sin incluir en el caso del salario diario la parte proporcional de los domingos y festivos. Si se realizase jornada inferior se percibirá a prorrata».
→ Resolución de 21 de diciembre de 2018, de la Secretaría General de Coordinación Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Aragón-Estado en relación con el Decreto-Ley 1/2018, de 20 de marzo, de medidas urgentes para la agilización, racionalización y transparencia de contratos del sector público de pequeña cuantía (BOE núm. 19, de 22 de enero de 2019).
«1.º De conformidad con las negociaciones previas celebradas por el Grupo de Trabajo constituido en cumplimiento de lo previsto en el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Aragón-Estado para el estudio y propuesta de solución de las discrepancias competenciales manifestadas con relación al Decreto-ley 1/2018, de 20 de marzo, de medidas urgentes para la agilización, racionalización y transparencia de contratos del sector público de pequeña cuantía, ambas partes consideran resueltas dichas discrepancias en base a lo siguiente: a) Con la finalidad de subsanar las deficiencias y problemas que presenta la actual redacción del artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, el Estado se compromete a iniciar la tramitación de su modificación en línea con la doctrina sentada sobre el citado precepto por la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado. b) Entre tanto, ambas partes consideran que el penúltimo inciso del artículo 4.2 de la Ley 3/2011, referente a que «los contratos menores adjudicados con publicación de un anuncio de licitación no limitarán la adjudicación de ulteriores contratos menores por el mismo procedimiento», ha de interpretarse de conformidad con lo dispuesto en la legislación básica estatal en materia de contratación pública y, en especial, de acuerdo con el artículo 99.2 de la Ley 9/2017, de manera que la publicación de un anuncio de licitación de un contrato menor no obsta para la aplicación de la prohibición de fraccionar el objeto del contrato con la finalidad fraudulenta de disminuir su cuantía y eludir así los requisitos de publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que correspondan.
2.º En razón al acuerdo alcanzado ambas partes coinciden en considerar resueltas las discrepancias manifestadas y, en consecuencia, concluida la controversia planteada. 3.º Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Boletín Oficial de Aragón».
→ Real Decreto 1515/2018, de 28 de diciembre, por el que se crea la Comisión Interministerial para la incorporación de la metodología BIM en la contratación pública (BOE núm. 29, de 2 de febrero de 2019). Las funciones de la Comisión, son:
«1. Elaborar el Plan de Incorporación de la Metodología BIM en la contratación pública de la Administración General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes que deberá ser acorde con los avances europeos en esta materia y la Estrategia Nacional de Contratación Pública. En el Plan se determinarán las actuaciones para la incorporación gradual y progresiva, los umbrales mínimos para la obligatoriedad de su aplicación, las medidas para la incorporación de las PYMEs, los criterios de valoración en los pliegos de condiciones. Los criterios fijados podrán ser incorporados a los pliegos de contratación como criterios de adjudicación o de selección del contratista, especificaciones técnicas del contrato o condiciones especiales de ejecución. Asimismo, formarán parte del Plan, los estudios necesarios para conocer los avances en los estándares de código abierto, las medidas para garantizar la seguridad de los datos y las condiciones de utilización de los mismos y cuantas otras se consideren necesarias para garantizar la transparencia y, a su vez, el control de la información. El plan se elevará al Consejo de Ministros para su aprobación, previo informe a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, y se revisará cada dos años o cuando así lo acuerde la Comisión. 
2. Seguimiento de las medidas contenidas en el plan. A tal fin, el plan deberá establecer un mecanismo de seguimiento que permita la revisión periódica de sus resultados. Con la periodicidad que se determine en el plan, la Comisión elevará informes periódicos al Consejo de Ministros sobre las actividades desarrolladas y los resultados obtenidos. 
3. Realizar acciones de información y formación del personal encargado de la puesta en marcha del plan, así como de promoción del uso de BIM en el ámbito profesional y docente de la construcción. 
4. Representar al Reino de España en los distintos foros internacionales en el ámbito BIM, con la finalidad de posicionar a España como referencia a nivel mundial en este campo, fomentando el desarrollo y conocimiento de las empresas y entidades españolas dedicadas al desarrollo de soluciones BIM. 
5. Recibir e intercambiar información entre los distintos departamentos ministeriales y otros órganos de la Administración General del Estado y, cuando proceda, de las administraciones de las comunidades autónomas y de las Entidades que integran la Administración Local, sobre la metodología BIM. 
6. Cuantas otras funciones relacionadas con su ámbito de actuación le encomienden los titulares de los Ministerios de Hacienda y de Fomento».
→ Orden PCI/86/2019, de 31 de enero, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de diciembre de 2018, por el que se aprueba el Plan de Contratación Pública Ecológica de la Administración General del Estado, sus organismos autónomos y las entidades gestoras de la Seguridad Social (2018-2025) (BOE núm. 30, de 4 de febrero de 2019). 
«Los objetivos principales del presente plan son los siguientes: 
– Promover la adquisición por parte de la administración pública de bienes, obras y servicios con el menor impacto medioambiental posible. 
– Servir como instrumento de impulso de la Estrategia Española de Economía Circular 
– Apoyar con medidas concretas para conseguir un crecimiento inteligente, sostenible e integrador garantizando, al mismo tiempo, un uso más racional y económico de los fondos públicos, tanto desde el punto de vista de la inversión como desde el punto de vista de la explotación. 
– Promover la incorporación de cláusulas medioambientales en la contratación pública. 
– Dar publicidad en el ámbito de la Administración General del Estado, sus organismos autónomos y las entidades gestoras de la Seguridad Social, de las posibilidades que ofrece el marco jurídico tanto nacional como internacional sobre la contratación pública ecológica».
→ Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la Universidad (BOE núm. 35, de 9 de febrero de 2019). Se modifica la disposición adicional quincuagésima cuarta  (negrita, nuevo texto).
«Disposición adicional quincuagésima cuarta. Régimen aplicable a los contratos celebrados por los agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación.
Atendiendo a la singular naturaleza de su actividad, como excepción al límite previsto en el artículo 118 de esta Ley, tendrán en todo caso la consideración de contratos menores los contratos de suministro o de servicios de valor estimado inferior o igual a 50.000 euros que se celebren por los agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, siempre que no vayan destinados a servicios generales y de infraestructura del órgano de contratación.
A estos efectos, se entienden comprendidos entre los agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, en los términos establecidos en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, las Universidades públicas, los organismos públicos de investigación, fundaciones, consorcios y demás agentes de ejecución de la Administración General del Estado, los organismos y entidades de investigación similares a los anteriores dependientes de otras Administraciones Públicas, las Fundaciones de Investigación Biomédica, y los centros, instituciones y consorcios del Sistema Nacional de Salud.
En los contratos menores que se celebren por los agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, la tramitación del expediente exigirá la emisión de un informe del órgano de contratación justificando de manera motivada la necesidad del contrato y que no se está alterando su objeto con el fin de evitar la aplicación de los umbrales aplicables a los mismos.
Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación en aquellos contratos cuyo pago se verifique a través del sistema de anticipos de caja fija u otro similar para realizar pagos menores, siempre y cuando el valor estimado del contrato no exceda de 5.000 euros.»
→ Instrucción 1/2019, de 28 de febrero de 2019, de la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación. Contratos menores, regulación en Ley 9/2017, de 8 de noviembre. La LCSP, establece un nuevo sistema de gobernanza de la contratación pública para dar cumplimiento a las obligaciones que establecen las Directivas comunitarias. Entre las novedades que instaura está la creación de la nueva Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación (OIReScon) en su artículo 332 de la LCSP.
→ 2. Comunidades Autónomas.
2.1. Comunidad Autónoma de Aragón.

→ ORDEN HAP/2090/2018, de 20 de diciembre, por la que se modifica el anexo del Decreto 207/2008, de 21 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se distribuyen compe​tencias en materia de contratación centralizada en el ámbito de la Comunidad Autóno​ma de Aragón y sus Organismos Autónomos (BOA núm. 4, de 8 de enero de 2019).

II.- NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.

Las Sentencias que a continuación se reseñan comprenden el periodo temporal comprendido entre el día 1 de noviembre  de 2018 y el día 31 de enero de 2019 y figuran en el repertorio de ARANZADI al que expresamente se hace referencia.


Dado el volumen de las Sentencias dictadas por el Tribunal de Justicia de Aragón en este periodo y la naturaleza de este informe circunscribiremos nuestros comentarios a la jurisprudencia de este órgano jurisdiccional.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGÓN
Sentencia 516/2018, de 6 de noviembre (JUR/2019/48371). Inactividad de la Administración. Revisión de precios en contratos anteriores a la entrada en vigor de la LCAP. Inclusión de mano de obra

Dictada con motivo de recurso de apelación interpuesto contra la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo numero 3 de Zaragoza que estimaba parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto frente a inactividad del Ayuntamiento de Zaragoza en el pago del precio del “contrato de gestión mediante concesión del Servicio Publico de arrastre de vehículos en la vía pública de Zaragoza”.


No se cuestiona la inactividad de la Administración, que finalmente fue subsanada con el pago efectivo del principal de la deuda reclamada. La controversia se circunscribe, una vez inadmitido el recurso en relación con la improcedencia de la liquidación de intereses de demora de las cantidades debidas por servicios prestados tras finalizar el contrato, a la improcedencia de la reclamación por revisión de precios.


En concreto se cuestiona la aplicación de la formula de revisión de precios en el supuesto en el que finalizado el contrato se continuó con su prestación por el concesionario hasta la resolución del nuevo procedimiento de adjudicación, y la corrección de la formula polinómica a aplicar.


En relación con la primera cuestión la Sala afirma que no puede aceptarse que la continuidad genere un perjuicio en la posición del contratista, quedando alterado en su contra el régimen que venia aplicándose, Y ello porque se le imponen unas obligaciones que no consta fueran diferentes que las que venían establecidas en el contrato cuyo plazo de vigencia transcurrió, y en consecuencia deben  mantenerse recíprocos derechos tal como se fijaron en el contrato, entre otros, la revisión de precios.


En relación con la segunda cuestión la Sala se remite a la Sentencia de 25 de junio de 2018, anteriormente comentada, en la que se tratándose de un contrato de concesión de gestión de servicios públicos adjudicado con anterioridad a la entrada en vigor de la LCSP, no encuadrable por ello en la D.T. segunda, se rige en virtud de lo dispuesto en la D. T. primera y en lo previsto en el PCAP, respecto de la revisión de precios. Es por ello por lo que en el supuesto enjuiciado debe estarse a lo que se establecía en el PCAP que regia el servicio de grúa en la vía publica que preveía el índice relativo a la mano de obra, declarándose procedente asimismo la aplicación de los intereses a las cantidades correspondientes a la revisión de precios.


En consecuencia desestima el recurso de apelación.

Sentencia 504/2018, de 7 de noviembre. Adjudicación de contrato. Inclusión del IVA en la valoración del precio de un contrato en los supuestos de concurrencia en la licitación de entidades del tercer sector.

Dictada con motivo del recurso contencioso administrativo interpuesto contra el Acuerdo del TACPA por el que se estimó el recurso especial en materia de contratación contra la resolución de la Diputación Provincial de Huesca por la que se adjudicó el contrato de “Servicio de teleasistencia domiciliaria para el periodo de un año a Cruz Roja Española”.


El Acuerdo del TACPA anuló la valoración de la oferta realizada por la Mesa de Contratación al considerar que se había incluido indebidamente el IVA en la valoración del precio. La cuestión controvertida gira sobre la inclusión del IVA en la valoración del precio ofertado cuando en la licitación participan entidades incluidas en el denominado tercer sector.


La Sala confirma el Acuerdo recurrido y desestima el recurso por considerar que, en concordancia con la normativa comunitaria, el articulo 123 Ley 30/2007, LCSP, y el articulo 139 del TRLCSP establecen como premisa que los órganos de contratación darán a las licitadores y candidatos un tratamiento igualitario y no discriminatario y ajustarán su actuación al principio de transparencia. Asimismo reproduce lo preceptuado en el articulo 88.1 TRLCSP por el que el valor estimado de los contratos, a todos los efectos previstos en dicha Ley, vendrá determinado por el importe total, sin incluir el IVA. 


En este sentido la Sala recuerda el informe emitido por el Gobierno en aplicación de la D.A. Vigésima de la Ley 2/2011, de Economía Sostenible por el que no se estimaba conveniente promover una modificación legal para incluir el IVA en el precio a los efectos de valoración de las ofertas en un procedimiento de contratación cuando intervengan licitadores exentos del impuesto, en particular entidades del tercer sector.


Por otro lado frente a la inconstitucionalidad del marco legal que atribuye competencias al TACPA por afectar a la autonomía local constitucionalmente garantizada, al atribuir la competencia para resolver un recurso administrativo ante un órgano nombrado por otra Administración y contradecir la legislación procesal y básica estatal, aducido como segundo motivo del recurso, la Sala desestima el pretendido planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad. En concreto la Sala no advierte en que puede afectar a la autonomía local el hecho de que se pueda someter con carácter potestativo al TACPA la validez de una contratación, decisión recurrible ante la jurisdicción contenciosa, máxime cuando éste es un órgano  dependiente orgánicamente del Departamento competente en materia de contratación pública, pero con plena independencia funcional e integrado por miembros independientes e inamovibles y su creación encuentra su razón de ser en la normativa comunitaria.

Sentencia  518/2018, de 13 de noviembre (JUR/2019/46551). Adjudicación a empresa extranjera comunitaria. Declaración responsable

Dictada con motivo de recurso contencioso administrativo interpuesto contra la resolución de la Mesa de las Cortes de Aragón por la que se acordó adjudicar la contratación del “Servicio de elaboración de un resumen de noticias diario digitalizado”.


Al margen de una serie de cuestiones, dimanantes de las especificidades y avatares surgidos en el seno del procedimiento de contratación que dieron lugar a un previo acuerdo del TACPA, que son inadmitidas por la Sala, ésta centra su atención en tres motivos de impugnación aducidos frente a la resolución recurrida.

En primer lugar, la supuesta no aportación por la adjudicataria de las certificaciones exigidas en el PCAP, tales como las relativas a hallarse al corriente de las obligaciones de la Seguridad Social y las tributarias. La adjudicataria es una empresa extranjera comunitaria con domicilio social en Francia, debidamente inscrita en el Registro correspondiente, por lo que de conformidad con el articulo 72 TRLCSP y articulo 15 del RGLCAP dichas circunstancias se acreditaran mediante una declaración responsable, que efectivamente fue aportada por la adjudicataria en el momento procedimentalmente oportuno.

En segundo lugar, la supuesta inexactitud de la declaración responsable así como de diversas carencias de su oferta que podrían determinar su incapacidad para poder ejecutar el contrato. En concreto que el responsable del proyecto trabaja y reside en España por lo que debe cotizar a la S.S., asi como que la tecnología utilizada no es de la adjudicataria, que además carece de licencia CEDRO para llevar a cabo el servicio de forma legal.  La Sala entiende que con ello se cuestiona la solvencia y capacidad de la adjudicataria, que fue acreditada en su momento en el Sobre 1, sin que se cuestionara su admisión ante el TACPA en el recurso especial interpuesto en su momento, ni ante la jurisdicción contencioso administrativa, por lo que resultaría extemporánea. Asimismo recuerda que el PCAP permitía la subcontratación hasta un 60% y que la adjudicataria, en base a ello, previa la subcontratación del 40% con una mercantil de la que es trabajador el responsable del proyecto , siendo esta la que debe cotizar por él y no la adjudicataria, y siendo ésta la que disponía de la preceptiva licencia para los contenidos de prensa, por lo que considera que la adjudicataria disponía de los medios necesarios para llevar a cabo el servicio, aun cuando una parte de ellos fueran subcontratados.

En consecuencia desestima el recurso y confirma la adjudicación.
Sentencia 535/2018, de 3 de diciembre. (JUR/2019/48368). Incidente ejecución de sentencia. Inclusión de mano de obra en formulas polinómicas de revisión de precios en contratos adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 30/2007.

Dictada con motivo del recurso de apelación interpuesto contra el auto del Juzgado contencioso administrativo de Zaragoza desestimatorio del incidente de ejecución deducido frente a la resolución del Gobierno de Zaragoza que ejecutaba varios procedimientos judiciales, y en concreto el relativo a la revisión del precio/coche/kilómetro para el año 2009 en el transporte urbano de Zaragoza.


En su momento la Sala había dictado Sentencia estimatoria de recurso de apelación contra la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo numero 2 de Zaragoza, anulando el acuerdo del Gobierno de Zaragoza por el que se aprobó la revisión del precio/coche/kilómetro para el año 2009, debiendo sustituirse por otro en el que de la formula polinómica aplicada quede excluido el efecto de la variación de precios de la mano de obra.  Como consecuencia de ello el Ayuntamiento de Zaragoza dicta una nueva liquidación.


En el incidente de ejecución se plantea por la actora que el Ayuntamiento no debería haberse limitado a suprimir el factor de variación de los precios de la mano de obra, sino que debería haberse reequilibrado en su totalidad dicha fórmula polinómica, de conformidad con lo establecido en el PCAP. El auto recurrido desestimó la solicitud por considerar que no se había planteado anteriormente en ninguna de las instancias judiciales otra cosa que la inclusión o no de la variación de los precios de la mano de obra.


La Sala recuerda en la Sentencia comentada que la única cuestión cuestionada en todas las  instancias que han conocido de ello fue lo atinente a si la variación en el precio de la mano de obra debía o no formar parte de la revisión de precios a la vista de la D.T. segunda de la Ley 30/2007, LCSP, siendo cualquier otra cuestión ajena al procedimiento.


En consecuencia desestima el recurso de apelación y confirma el auto dictado en el incidente de ejecución de sentencia.

Sentencia 543/2018, de 3 de diciembre (JUR/2019/47914). Principio de transparencia en la contratación publica. Motivación de los actos de adjudicación.
Dictada con motivo de recurso de apelación deducido frente a Sentencia del Juzgado contencioso administrativo numero 3 de Zaragoza estimatoria del recurso contencioso administrativo interpuesto frente al Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Caspe por el que se adjudica el contrato de gestión del servicio publico de la residencia de la Tercera Edad y Centro de Día.

La Sentencia de instancia considera que al haber dejado la Mesa de Contratación sin efecto la propuesta de adjudicación a favor de la Fundación Rey Ardid vulnera el ordenamiento jurídico al vulnerar los principios que rigen la contratación, esencialmente el principio de igualdad de trato, al requerir información solo a un licitador, el propuesto para la contratación. Asimismo examina el contenido de los informes y los considera ineficaces para sostener la corrección de la adjudicación a favor de una entidad diferente de la inicialmente propuesta Fundación Rey Ardid.

La Sala entiende que con los datos obrantes en el procedimiento no puede apreciarse que el cambio en la propuesta por parte de la Mesa de contratación resulte ajustado a derecho. 

En concreto destaca que los servicios técnicos municipales inicialmente elaboran un informe en relación a la valoración del sobre C, referido a los criterios evaluables a través de juicio de valor, en el que expresamente se afirma que las tres empresas cumplen con los requisitos documentales exigidos en el Pliego. De acuerdo con el PCAP los elementos a valorar consistían en proyecto de explotación; mejoras en el servicio; mejoras en recursos y equipamiento auxiliar; plan de revisión y mantenimiento de las instalaciones. Tras la lectura de dicho informe la Mesa valora la oferta económica, resultando ser la mejor oferta sumando ambos criterios la realizada por la Fundación Rey Ardid, por lo que propone la adjudicación a la misma.

Al día siguiente una de las licitadoras, y ahora apelante, remite un fax al Ayuntamiento en el que denuncia que la puntuación otorgada en el sobre C en su favor debiera haber sido superior y que las ofertas de la propuesta como adjudicataria incurrían en valores desproporcionados. Tras la emisión de informe por la asesoría jurídica municipal se requiere por la Mesa de Contratación a la licitadora propuesta, en aplicación del articulo 152 TRLCSP,  la aclaración de algunos extremos en relación con la cuantificación de costes de carácter laboral y los costes directos e indirectos de la explotación con arreglo a los ratios de ocupación y  tipologías y el cumplimiento de la normativa que justifique el ofrecimiento de las tarifas y un margen razonable de beneficio industrial.

Tras la remisión de la documentación se emite un nuevo informe por los servicios municipales en el que se concluye que la dotación de personal de cocina y limpieza era insuficiente, que los costes provisionales por compras y servicios exteriores no se adecuaban al mercado, que no quedaba acreditada la existencia de elementos e instalaciones de una mercantil vinculada a la oferente en su condición de centro especial de empleo para llevar a cabo la subcontratación planteada de la lavandería, que los costes por suministros eran irreales y los costes por gastos generales no recogían la póliza del seguro, resultando la oferta inviable desde un punto de vista asistencial, técnico y económico.

La Sala compara ambos informes y aprecia que en el primero, considerando suficiente la documentación, al examinar el apartado relativo al estudio económico se detectaba que no se aclaraban los costes del transporte y no se determinaban los costes de la modificación de espacios para terapia ocupacional y en el apartado de mejoras en recursos y equipamiento auxiliar se valoraba positivamente el incremento cuantitativo en materia de recursos humanos, la aportación de equipamiento tecnológico y los productos de apoyo. Ningún déficit en materia de recursos humanos se denunciaba. En cambio en el segundo se considera insuficiente la dotación de personal de cocina y limpieza, coincidiendo literalmente, incluido erratas, con el informe pericial que acompañaba la contestación a la demanda realizada por la entidad finalmente adjudicataria, sin que se efectuara ninguna mención sobre los iniciales reparos sobre determinación de los costes de modificación de espacios de terapia ocupacional, ni del transporte.

A juicio de la Sala no hay explicación valida que justifique dejar sin efecto la propuesta de adjudicación inicial y acordar la adjudicación a otra entidad distinta. Las actuaciones administrativas requieren motivación y el control jurisdiccional de la motivación exige considerar la razonabilidad de esa motivación. Debió darse una explicación a la contradicción de los informes y sobre la razón por la que los servicios técnicos no apreciaron ningún déficit de documentación para las valoraciones del sobre C. En consecuencia, al entender vulnerado el principio de transparencia, una de cuyas manifestaciones es la motivación de los actos administrativos, desestima el recurso de apelación, confirma la sentencia de instancia. 

Sentencia 581/2018, de 27 de diciembre (JUR/2019/49917). Equilibrio económico financiero de la concesión.

Dictada con motivo de recurso de apelación deducido contra la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo de Huesca desestimatoria del recurso contencioso administrativo interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de las peticiones formuladas al Ayuntamiento de Jaca de restablecimiento del equilibrio económico financiero de la concesión en el contrato de “concesión de obra pública en construcción y explotación del aparcamiento subterráneo en plaza Biscos y Avda de la Jacetania de Jaca.

La primera cuestión controvertida radica en determinar si la Tasa Interna de Rentabilidad, TIR, que ha de tenerse en cuenta para efectuar peticiones de equilibrio económico de la concesión es un criterio fijo o un criterio de referencia que no puede estimarse inamovible, máxime tras la modificación de la concesión efectuada en el año 2008 . La Sala recuerda que con anterioridad a la presente litis, se dicto Sentencia firme en recurso de apelación, relativa al supuesto desequilibrio durante los ejercicios 2008 y 2009, en la que se establecía una rentabilidad mínima y una TIR de referencia fija, sin que pueda considerarse, como hace el Ayuntamiento, que la modificación del contrato supusiera en si mismo el reequilibrio de la concesión.

Cuestión distinta es la procedencia del reconocimiento de la situación jurídica individualizada de restablecimiento del equilibrio económico de la concesión durante los ejercicios 2010 y 2011. Le corresponde al reclamante acreditar que se cumplen los requisitos establecidos para ello en la cláusula 6 del PCAP, en concreto si al finalizar cada ejercicio económico la TIR actualizada es inferior en más de un 2% a la TIR fijada como referencia fija. De la prueba practicada en la instancia, en concreto dos pruebas periciales complementadas con una addenda y una petición de informe, se llegan a resultados contradictorios por lo que no resulta acreditado el supuesto de hecho que permite activar los mecanismos de reequilibrio de la concesión, por lo que en consecuencia desestima el recurso y confirma la Sentencia de instancia. 

III.- TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PUBLICOS DE ARAGON
De los Acuerdos adoptados por el Tribunal desde el día 1 de noviembre de 2018 hasta el día 15 de febrero de 2019, fecha del último de los publicados en la página electrónica del Tribunal, números del 106/2018 al 134/2018 y 1/2019 a  21/2019 respectivamente, a la que nos remitimos, se reseñan los que a continuación se relacionan:

Acuerdo 118/2018, de 30 de noviembre por el que se resuelven recursos especiales en materia de contratación frente al procedimiento de licitacion denominado “Conservación y mantenimiento del parques y zonas verdes de la ciudad de Zaragoza, sector I”.
Los recursos, que se acumulan para resolución en un unico procedimiento, se interponen frente a los PCAP y PTT que rigen dicha licitación, que fueron aprobados dando cumplimiento al Acuerdo   del TACPA anulatorio de los Pliegos inicialmente aprobados por el Ayuntamiento de Zaragoza.

Se cuestiona en primer lugar que la rectificación de errores acordada por el gobierno municipal y la consiguiente ampliación de plazos sea conforme a Derecho. Tras exponer los parámetros establecidos por la jurisprudencia sobre el alcance y contenido de las rectificaciones por error material o de hecho, analizadas las rectificaciones acordadas por el órgano de contratación, el Tribunal considera la alteración, que no aclaración habida en la clausula 12.2.5 de PCAP no  halla encaje en dicha figura, ya que su nueva redacción contempla una redefinición de parámetros o magnitudes que componen la formula matemática establecida para la ponderación del criterio de adjudicación contenida en aquella, asi como la introducción de una cifra máxima para cada tipo de vehículos a considerar, suponiendo todo ello una conducta valorativa que excede de la simple enmienda de un error material.

Las consecuencias de todo ello también son abordadas por el Tribunal. Ante la posible antinomia entre lo establecido en el articulo 122.1 LCSP, por el que la modificación de los PCAP una vez aprobados solo podrán ser modificados por error material, de hecho o aritmético conllevando en caso contrario la retroacción de las actuaciones, y en el articulo 136.2 LCSP, por el que la actuación de la Administración quedaría sanada con la ampliación del plazo de presentación de proposiciones si tratara de modificaciones significativas, el Tribunal se manifiesta expresamente.

A su juicio no existe tal contradicción ya que la salvedad que el articulo 136.2 LCSP establece sobre el articulo 122.1 LCSP no tiene dicha naturaleza sino que trae causa de éste. El órgano de contratación habrá de ampliar el plazo de presentación de proposiciones en e caso de que se introduzcan modificaciones significativas en los pliego y obedezcan a un error, material, de hecho o aritmético. En cualquier otro supuesto ha de retrotraerse las actuaciones.

En el supuesto analizado ya que no se trata de error, material, de hecho o aritmetico, ha de estarse a lo establecido en el articulo 122.1 LCPS de retroacción del procedimiento a un momento anterior a la aprobación de los pliegos.

En consecuencia admite la tesis del recurrente y acoge el motivo del recurso procediendo anular el procedimiento al haberse vulnerado el procedimiento de contratación.

En segundo lugar, se cuestiona el contenido de la clausula 29 PCAP que establece una serie de obligaciones, en materia de comunicación y publicidad, que el recurrente considera desbordan el objeto del contrato y conllevan un enriquecimiento injusto de la Administración. El Tribunal recuerda el carácter de contrato mixto de la contratación analizada, cuyo contenido se regula en el articulo 34.2 LCSP, y tras recordar la unidad funcional que ha de existir entre las prestación principal y la accesoria, analiza el contenido de esta consistente en costear la difusión de la realización de la prestación principal por un valor del 0,0015% del total del valor estimado del contrato.  A su juicio la existencia ratione materiae de  una unidad funcional entre dichas prestaciones y la escasa incidencia de la misma en el valor estimado del contrato, asi como la posibilidad de su subcontratación militan a favor de su consideración como adecuada a Derecho, no existiendo en consecuencia el pretendido enriquecimiento injusto.

Acuerdo 6/2019, de 18 de enero de 2019, por el que se resuelve recurso especial frente al procedimiento de licitación denominado “Conservación, y mantenimiento de parques y zonas verdes de la ciudad de Zaragoza, Sector I”.
El Tribunal considera que se ha producido la desaparición del objeto del recurso como consecuencia del Acuerdo 118/2018, que anuló la licitación impugnada. No obstante, a efecto de evitar cualquier litigiosidad futura, y dada  relativa novedad de los motivos de recurso, el Tribunal entra a conocer del fondo del asunto.

 Con carácter previo el Tribunal recuerda que los PCAP fueron objeto de un recurso especial previo, resuelto mediante Acuerdo 15/2018, que acogió cinco de los motivos de impugnación y desestimó los restantes, y que los PCAP nuevamente aprobados por el órgano de contratación, ahora cuestionados, son consecuencia de la depuración y enmienda de los PCAP inicialmente aprobados y posteriormente anulados. Y ello por considerar que resulta aplicable la doctrina de la cosa juzgada administrativa siempre y cuando la regulación sustantiva de cada aspecto sea la misma.


La primera cuestión abordada se refiere a la tramitación urgente del procedimiento y su adecuación a lo preceptuado en el articulo 119 LCSP. De un análisis del expediente administrativo se deduce que la declaración de urgencia se funda en la circunstancia de que el contrato que rige la prestación concluyó en diciembre de 2017 de modo que los servicios se han continuado prestando por razones de interés publico, que no pueden ni deben extenderse mas del tiempo imprescindible. En consecuencia el Tribunal entiende que concurren los presupuestos legales del articulo 119.1 LCSP y deshecha la tesis de la recurrente.


La segunda cuestión se refiere al cómputo de diversas magnitudes contractuales, en particular el presupuesto por contrata supuestamente calculado erróneamente, al contravenir lo establecido en el articulo 102.3 LCSP, al ser los costes laborales los principales a tener en cuenta para cuantificar el valor de la prestación. En concreto, los recurrentes consideran que existe un déficit de 333.522 euros en el cómputo de dichos costes, tal y como pretende acreditar mediante dictamen elaborado por un graduado social. La cuestión planteada fue objeto de pronunciamiento expreso en el primer acuerdo adoptado por el TACPA, Acuerdo 15/2018, pero dado entre el entonces vigente articulo 87.1 TRLCSP y el actualmente vigente 102.3 LCSP no existe identidad de regulación, variando sustancialmente la misma, el Tribunal entiende que no puede apreciarse el efecto de cosa juzgada.


No obstante la misma cuestión fue abordada en el posterior Acuerdo 107/2018, que fue expresamente rechazada, si bien la principal diferencia entre ambos supuestos radica en que en el recurso que nos ocupa se aporta un dictamen por el cual se pretende acreditar la insuficiencia del presupuesto de licitación para atender los costes laborales derivados de la prestación del servicio. El Tribunal entiende que la cifra de 333.522 euros no coincide con la reflejada en el mencionado informe y que el porcentaje que representa sobre el valor estimado del contrato, un 0,49% demuestra que el órgano de contratación ha tenido en cuenta los costes de índole laboral., al calculara éstos en base al colectivo estatal de jardinería 2017-2018. En consecuencia dada la presunción de acierto de que goza la determinación del precio por el órgano de contratación, que no ha sido desvirtuada por el recurrente, desestima el motivo de impugnación.


La tercera cuestión hace referencia a las causas previstas de modificación del contratado, por supuesta extralimitación de la regulación del ejercicio del ius variandi. El contenido de las clausulas contractuales es idéntico a sus predecesoras en el PCAP que fue objeto de recurso y acuerdo 15/2018, por lo que a juicio del Tribunal resulta de aplicación el efecto de cosa juzgada. Y ello a pesar de que el articulo 204 de la vigente LCSP va mas alla de lo preceptuado en el articulo 106 TRLCSP, de aplicación en el momento de la interposición del anterior recurso, ya que el acuerdo 15/2018 tuvo en cuenta tanto la Directiva 2014/24/UE como la doctrina fijada al respecto por el TJUE, por lo que la normativa aplicada puede ser considerada como sustancialmente igual en ambos pronunciamientos.


La cuarta cuestión, relativa a las denominadas cláusulas sociales de empleo, radica en la supuesta incompatibilidad entre la cláusula 17.6 PCAP que regula la variación en la frecuencia de la prestación del servicio de conservación o limpieza con la cláusula 16..2,A que establece el mantenimiento de la plantilla mínima adscrita para tal cometido. Nuevamente el Tribunal constata que la redacción de las cláusulas resulta coincidentes con las que regían la anterior licitación que fueron objeto de recurso, y que al no ser impugnado por la recurrente en el anterior recurso, pudiendo haberlo hecho, resulta de aplicación la teoría del efecto de cosa juzgada.


La quinta cuestión consiste en la legalidad de que los precios de la mayoría de unidades del contrato se fijen a tanto alzado y no mediante precios descompuestos, ya que o bien son imprecisos o bien se contradicen, planteándose asimismo el posible enriquecimiento injusto por parte de la Administración al introducirse prestaciones que n se valoran ni remuneran al contratista.


Si bien la determinación de los precios fue objeto de impugnación en los anteriores recursos, y expresamente abordada en el Acuerdo 15/2018, dado que el órgano de contratación opta por un criterio distinto para su determinación distinto al de la licitación anterior impide surta efecto de cosa  juzgada. No obstante al haberse abordado la cuestión asimismo en el acuerdo 118/2018 el Tribunal se limita a reproducir lo afirmado en aquel al respecto, que confirma la legalidad de su formulación con carácter descompuesto o tanto alzado, sin que el hecho de que en la anterior licitación se optara por formular los precios mediante su descomposición condicione su actual formulación ya que cada procedimiento de contratación es autónomo e independiente del anterior.


El último motivo de impugnación se basa en la supuesta contradicción entre el apartado 6.2 del PPT y el anexo 7 del mismo, entendiendo que el cumplimiento de dicha clausula, que obliga al contratista a poner a disposición del servicio y a su costa una nave dentro del termino municipal de Zaragoza, supone un enriquecimiento injusto de la Administración. El Tribunal destaca que en la nueva redaccion dada a los pliegos, en relación con las redacciones anteriores, se refleja una partida especifica denominada “instalaciones”, lo que descarta el efecto de cosa juzgada y obliga a entrar a su consideración así como a su pretendida infradotación.


El Tribunal declara que los actos de la AP no pueden ser puestos en tela de juicio en base a meras conjeturas, siendo preciso por quien los discuta aportar argumentos o principios de prueba que acrediten, aunque fuere de forma indiciaria, que el órgano de contratación no ha actuado de forma razonable o con algún grado de arbitrariedad, circunstancias que no concurre en el caso enjuiciado y en consecuencia desestima el motivo de impugnación.

IV. INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.
A) Estado
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

→ Expediente 75/18, de 10 de diciembre de 2018. Contratos menores y disposición adicional novena de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Consejería de Sanidad del Gobierno del Principado de Asturias.
1. A los contratos regulados en la disposición adicional novena de la LCSP resultan de aplicación las exigencias procedimentales previstas en el artículo 118.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, para los contratos menores, con la especialidad que a continuación se señala.

2. La cuantía de referencia a los efectos de efectuar la justificación exigida por el artículo 118.3 de que el contratista no ha suscrito más contratos menores que individual o conjuntamente superen el umbral establecido en la ley debe ser en estos casos sustituida por la de los contratos sujetos a regulación armonizada.

→ Expediente 86/18, de 10 de diciembre de 2018. Contratos puente y fraccionamiento de contratos menores. IMSERSO.
En supuestos como el planteado para que sea posible emplear el procedimiento abierto simplificado es necesario que el órgano de contratación constate que se cumplen las condiciones establecidas en el artículo 99 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, y que no se vulneran las normas sobre utilización del procedimiento abierto simplificado.

En estos mismos supuestos la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en su artículo 29.4 establece una excepción que puede emplearse en los supuestos en que no habiendo existido falta de diligencia por parte del órgano de contratación en la nueva licitación se produzcan acontecimientos imprevisibles, de modo que cabrá una prórroga del contrato siempre que concurran razones

→ Expediente 89/18, de 10 de diciembre de 2018. Suspensión de clasificaciones. Secretaría de la Junta Superior de Contratación Administrativa de la Generalidad Valenciana.
 Las empresas que debieran proceder a la justificación del mantenimiento de su clasificación por causas relativas a la solvencia económica y financiera el 1 de septiembre de 2.018 o en fechas posteriores deberán seguir sujetándose a la obligación a

que ya estaban sujetas por virtud de las normas del Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.

 En el caso del mantenimiento de la clasificación por causas relativas a la solvencia técnica o profesional, la ausencia de normas reglamentarias equivalentes a las del Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, no supone que no deba procederse a la justificación mediante la aportación de una declaración responsable o de la documentación actualizada.

 No existe un modelo específico para tal declaración responsable aunque sí se describe en el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, la documentación que hay que presentar para mantener la clasificación.

 El incumplimiento de los plazos descritos en el artículo 2.4 del Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, produce de modo automático la suspensión de la clasificación ostentada.

Dicha suspensión se alzará por la aportación de dichas declaraciones o documentos, si aún no se ha comunicado al interesado el inicio del expediente de revisión, o por el acuerdo de revisión de clasificación adoptado por el órgano competente, en caso contrario. Esto debe entenderse sin perjuicio del requerimiento al que alude el artículo 5.3 del Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, para la justificación del mantenimiento de la solvencia económica y financiera.

 En cuanto a los efectos temporales del artículo 82.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, cualquier expediente de justificación del mantenimiento de la clasificación que se inicie después de la entrada en vigor de la mentada ley habrá de ajustarse a las prescripciones de la misma.

→ Expediente 90/18, de 10 de diciembre de 2018. Interpretación de la disposición adicional 9º de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Consejería de Presidencia y Participación Ciudadana del Gobierno del Principado de Asturias.
1. La suscripción a la prensa diaria y escrita o a revistas de distinta periodicidad (semanal o mensual), está incluida en el ámbito de aplicación de la disposición adicional novena de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.

2. La suscripción a cada diario podría hacerse de modo separado siempre que no se vulnere la prohibición de fraccionamiento ilícito del contrato, cuestión que habrá de valorarse caso por caso por el órgano de contratación.

3. Cabe calificar como proveedor a los efectos de la presente consulta a los sujetos con aptitud para contratar con el sector público las prestaciones objeto del contrato que se regula en esta disposición de acuerdo con las previsiones de la LCSP.

→ Expediente 91/18. De 10 de diciembre de 2018. Aplicación del artículo 310 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. ISDEFE.
Los contratos celebrados por las entidades del sector público que no tengan la consideración de Administraciones Públicas, cuando tengan por objeto la prestación de actividades docentes en centros del sector público desarrolladas en forma de cursos de formación o perfeccionamiento del personal al servicio de la Administración o cuando se trate de seminarios, coloquios, mesas redondas, conferencias, colaboraciones o cualquier otro tipo similar de actividad, siempre que dichas actividades sean realizadas por personas físicas, no estarán sujetos a las disposiciones de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, referentes a la preparación y adjudicación de los contratos.

→ Recomendación de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, de 10 de diciembre de 2018, a los órganos de contratación en relación con las consecuencias de la alteración sobrevenida de las condiciones salariales de los trabajadores de una empresa contratista de servicios por causa del cambio en el convenio colectivo aplicable durante la ejecución del contrato público.
La modificación de los costes laborales derivados de la firma de un nuevo convenio colectivo aplicable a un contratista es un riesgo propio del contrato público de servicios que no justifica la modificación del contrato.

Como consecuencia de lo anterior, no se considera necesario que los órganos de contratación adopten medida alguna ante esta circunstancia.

→ Expediente 23/16, de 10 de diciembre de 2018. Plazo de prescripción aplicable a la ejecución de los avales. Diputación Provincial de Salamanca.
El plazo para la prescripción del derecho a exigir la ejecución de un aval concedido en garantía de un contrato público es el de cuatro años previsto en el artículo 15 de la Ley General Presupuestaria.

→ Expediente 24/16, de 10 de diciembre de 2018. Sucesión en el procedimiento de licitación. Efectos de la baja en el IAE. Ayuntamiento de Montalbán.
1. La baja en el IAE tiene efectos en el ámbito tributario y no tiene como consecuencia la extinción de una sociedad mercantil.

2. El requisito de estar al corriente de las obligaciones tributarias por parte de un licitador debe cumplirse en la fecha final de presentación de las proposiciones y subsistir en el momento de la adjudicación y de la perfección del contrato.

→ Expte. 37/16, de 10 de diciembre de 2018. Duda sobre cláusula de prórroga automática del servicio de limpieza en tanto no comience a prestarlo un nuevo contratista. Diputación Provincial de Cádiz.
Una cláusula de un pliego en el que se establezca cualquier tipo de duración añadida del contrato más allá del límite legal para el caso de que se retrase la licitación del siguiente contrato no es válida.

Si la cláusula no superase el límite legal de duración de los contratos podría admitirse bajo la vigencia de la legislación anterior. Una cláusula de este tenor ya era desaconsejable cuando el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público estaba en vigor.

En estos casos, cuando sea de aplicación por razones temporales, procede aplicar la regla prevista en el artículo 29.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, pero sólo en los supuestos que el precepto ampara de acuerdo con la DT 1ª y para los contratos regidos por esta ley.

La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado enfatiza la necesidad de hacer una correcta programación y planificación de la actividad contractual de cada entidad del sector público.

→ Expte. 39/16, de 10 de diciembre de 2018. Solicitud de informe actualizado sobre la interpretación del artículo 36 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. Confederación Nacional de la Construcción.
1. La LCSP ha incorporado las normas que regulan la exigencia de un determinado grupo o subgrupo de clasificación en un contrato de obras en su artículo 79.5, criterios que estaban originariamente contenidos en el artículo 36.1 y 2 del RGLCSP.

Este precepto, junto con los otros preceptos concordantes y los principios generalesrelativos a la solvencia exigible en un contrato han de ser tenidos en cuenta por losórganos de contratación en su aplicación.

2. La clasificación exigida a los participantes se indicará en el anuncio de licitación y se especificará en el pliego del contrato (artículo 74.2 LCSP), debiendo justificarse adecuadamente en el expediente la clasificación exigida (artículo 116.4 LCSP).

3. La regla inicial para exigir el subgrupo de clasificación en un contrato de obras es la siguiente: en aquellas obras cuya naturaleza se corresponda con algunos de los tipos establecidos como subgrupo y no presenten singularidades diferentes a las normales y generales a su clase se exigirá solamente la clasificación en el subgrupo genérico correspondiente (artículo 79.5 primer párrafo LCSP).

4. Cuando las obras presenten singularidades no normales o generales a las de su clase y sí, en cambio, asimilables a tipos de obra correspondientes a otros subgrupos diferentes del principal, la exigencia de clasificación se extenderá también a estos subgrupos con determinadas limitaciones (artículo 79.5 segundo párrafo LCSP): o Las singularidades no normales o generales que justifican la exigencia de clasificación en otro subgrupo distinto del general han de quedar justificadas en el expediente de contratación de acuerdo con el artículo 116.4 LCSP y hacerse constar en el pliego-

El número máximo de subgrupos exigibles no debe ser superior a 4, debiendo entenderse que se refiere a 4 subgrupos pertenecientes a cualesquiera de los grupos.

Cabe admitir casos excepcionales en que se exija un número de subgrupos superior, lo cual debe estar justificado en el expediente con carácter previo a la tramitación del procedimiento de licitación y reflejarse en el pliego, y la excepcionalidad debe estar marcada por las características de la obra en símisma considerada y no por circunstancias ajenas a la misma,

El importe de la obra parcial que por su singularidad dé lugar a la exigencia de clasificación en el subgrupo correspondiente deberá ser superior al 20 por 100 del precio total del contrato salvo casos excepcionales, que deberán acreditarse razonadamente en los pliegos.

5. El resto de apartados del precepto deben interpretarse teniendo en cuenta las reglas anteriores. Además, el cálculo de la categoría exigible debe realizarse de conformidad con lo dispuesto en el artículo 79.1.in fine LCSP.

→ Expediente 40/18, de 10 de diciembre de 2018. Contratos menores. Autorización del gasto y factura. Ayuntamiento de Colmenar Viejo.
En atención a lo expuesto, la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado alcanza las siguientes conclusiones:

 En el expediente de contratación del contrato menor deben cumplirse una serie de trámites, entre los que figuran la aprobación del gasto y el informe del órgano de contratación sobre la necesidad del contrato, con anterioridad a la ejecución del citado contrato y a la presentación de las facturas correspondientes a la prestación realizada.

 Las facturas que se presentan asociadas a expedientes de contratación que contienen irregularidades de tramitación como las descritas en este informe han de ser atendidas y pagadas siempre que estas prestaciones se hayan realizado en beneficio y con conocimiento de la entidad pública contratante, previos los trámites oportunos y sin perjuicio de las responsabilidades en que se haya podido incurrir por razón de la defectuosa tramitación del expediente.

B) Cataluña
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

→ Informe 7/2018, de 16 de noviembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Asunto: Posibilidad de incluir cláusulas relativas a los paraísos fiscales en los contratos del sector público. 
I. De acuerdo con el marco jurídico vigente, fijado tanto por la Ley de Contratos del Sector Público, como por la Ley catalana 5/2017, del 28 de marzo, de medidas fiscales, administrativas, financieras y del sector público, se considera jurídicamente viable establecer en los pliegos de cláusulas administrativas particulares, como condición de ejecución y, por lo tanto, siempre circunscrita a la ejecución de un determinado contrato, la obligación de las empresas contratistas –y, en su caso, de las subcontratistas–de aportar una declaración responsable de compromiso de cumplimiento de la legislación tributaria y de no realización de operaciones financieras contrarias a dicha normativa en países que sean considerados paraísos fiscales por la Unión Europea. A esta condición de ejecución se le puede atribuir el carácter de esencial, siempre que las obligaciones se hayan calificado como esenciales en el pliego y que figuren enumeradas de manera precisa, clara e inequívoca.

II. No es conforme con la normativa de contratación pública vigente el establecimiento de una cláusula que prevea la aplicación de una causa de prohibición de contratar diferente a las previstas en dicha normativa con carácter tasado, o una aplicación extensiva de alguna de las previstas. En cambio, se considera conforme con dicha normativa, así como también con la Ley 5/2017, del 28 de marzo, de medidas fiscales, administrativas, financieras y del sector público, una cláusula que prevea la obligación de las empresas licitadoras de tener que declarar responsablemente que no incumplirán la legislación tributaria ni harán operaciones financieras contrarias a la normativa tributaria en países que no tengan normas sobre control de capitales y sean considerados paraísos fiscales por la Unión Europea, y que el incumplimiento o la presentación incompleta o inadecuada por parte de las empresas licitadoras comporte, en caso de no ser subsanada en el plazo otorgado a este efecto, la exclusión del procedimiento de contratación.

III. La posibilidad de solicitar documentación a las empresas licitadoras y contratistas se tiene que circunscribir a la que sea necesaria para comprobar el cumplimiento de los requisitos fijados para cada procedimiento de licitación, tanto relativos a las propias empresas, como a sus ofertas, y la documentación de las empresas relativa a sus actividades comerciales en los diferentes territorios no tiene que ser objeto de publicación en los perfiles de contratante de los órganos de contratación.

→ Informe 6/2018, de 16 de noviembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Asunto: Posibilidad de establecer, como condición especial de ejecución o como criterio de adjudicación, mejoras sociales consistentes en un incremento salarial del personal adscrito a la ejecución de un contrato público 
I. En el establecimiento de condiciones especiales de ejecución que afecten a las cuantías salariales de las personas adscritas a la ejecución de un contrato público, hay que tener en cuenta la Directiva 96/71/CE, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios, para que su aplicación no restrinja la libre prestación de servicios. Así, aunque se pueda exigir a las empresas contratistas el pago, a las personas que adscriban al contrato, de un salario mínimo específico, este salario debe estar fijado en una disposición normativa de carácter general o en un convenio colectivo declarado de aplicación general y formar parte del nivel de protección que se debe garantizar a los trabajadores, a efectos de no discriminar a las empresas ubicadas en Estados miembros diferentes al Estado de la prestación de servicios y, de esta manera, distorsionar la competencia. 

Por lo tanto, no es conforme con la normativa en materia de contratación pública la inclusión en los pliegos de cláusulas administrativas particulares de una condición especial de ejecución que obligue a la empresa contratista en el pago de un salario mínimo específico a las personas adscritas al contrato, superior al fijado en el convenio colectivo sectorial que resulte aplicable a la actividad o, si no hay Convenio Colectivo sectorial, al salario mínimo interprofesional fijado legalmente.

II. El artículo 145 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, prevé expresamente la posibilidad de establecer, para evaluar la mejor relación calidad-precio, un criterio de adjudicación cualitativo que tenga como finalidad mejorar las condiciones salariales del personal adscrito a la ejecución de un contrato, en referencia a las condiciones salariales previstas en el convenio colectivo sectorial aplicable. 

Si bien un criterio de adjudicación que valore las mejoras salariales puede estar vinculado a los objetos contractuales en los que la mano de obra es un componente esencial, su inclusión requiere justificar adecuadamente que obedece a conseguir la finalidad social de mejora de la calidad del empleo que lo fundamenta, de manera que hay que tener en cuenta, entre otras circunstancias concretas del contrato, el sector de la actividad en el que repercutirá. Además, en ningún caso el establecimiento de este criterio puede suponer vulnerar los principios rectores de la contratación pública, motivo por el cual se debe analizar detalladamente, tanto la idoneidad de su inclusión, como también la forma en que se incluye en los pliegos.

→ Informe 5/2018, de 16 de noviembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Asunto: Calificación jurídica de un negocio de puesta a disposición de un Ayuntamiento, a cambio de una contraprestación económica, de determinadas instalaciones con el fin de llevar a término actividades culturales al municipio 
I. Un negocio jurídico que tiene por objeto la puesta a disposición de un Ayuntamiento, a cambio de una contraprestación económica, de unas instalaciones para la realización de determinadas actividades a cambio de un pago, debe recibir la calificación jurídica de contrato, dado su carácter oneroso y las prestaciones sinalagmáticas que conlleva. 

II. Los contratos de alquiler de bienes inmuebles son contratos patrimoniales excluidos del ámbito de aplicación de la normativa de Contratación Pública y pueden incluir prestaciones de servicios típicos, vinculados y complementarios, si su valor estimado no es superior al 50 por 100 del importe total del negocio. 

III. Un contrato de servicios culturales puede incluir una condición especial de ejecución, también de carácter esencial, que consista en exigir que la prestación se realice en un tipo de centros que reúnan unas determinadas características, tanto relativas a equipamientos, como a ubicación, entre otros, previéndose en los pliegos y en el anuncio de licitación. 

→ Informe 4/2018, de 16 de noviembre, del Pleno de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. Asunto: Propuesta de acuerdo del Gobierno de la Generalitat de Catalunya por la cual se determinan los contratos en que se tiene que aplicar la metodología de trabajo colaborativa y virtual en tres dimensiones llamada Building Information Modelling (BIM) y la forma y las condiciones para hacerlo. 
Se informa favorablemente la Propuesta de acuerdo del Gobierno de la Generalitat de Catalunya por la cual se determinan los contratos en que se tiene que aplicar la metodología de trabajo colaborativa y virtual en tres dimensiones llamada Building Information Modelling (BIM) y la forma y las condiciones para hacerlo. 

C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No hay Informes desde el último Seminario.

D) Andalucía
Órgano: Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.

→ Informe 5/2018 de 19 de diciembre de 2018, sobre la contratación del servicio de ayuda a domicilio entre un ayuntamiento y una fundación pública 
→ Informe 4/2018, de 19 de Diciembre de 2018, sobre la posibilidad de arrendar mediante concurso determinados bienes inmuebles patrimoniales de entes locales prevaleciendo una rentabilidad social por encima de la económica 
→ Informe 17/2018, de 19 de Diciembre de 2018 sobre la determinación en los pliegos de parámetros objetivos que permiten considerar las ofertas como anormales o desproporcionadas. 
E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.

→ Informe 13/2018, de 21 de diciembre de 2018. Posibilidad de realizar contratos menores de dirección de obras. Cómputo de la duración del contrato.
Primera.- Con los requisitos del art. 118 y las limitaciones del art. 29.8 de la LCSP se pueden realizar contratos menores de dirección de obras no considerando éste que deba ser el procedimiento habitual para este tipo de contratos por las singularidades en la ejecución de los contratos de obras.

Segunda .- Los contratos menores de dirección de obras tendrán un plazo de ejecución propiamente dicho, esto es, el plazo el de ejecución de las obras. Ahora bien dado que la dirección de obras comprende otras actuaciones como es, en caso de darse, la liquidación final, debemos concluir que la duración del contrato – es decir el periodo que el contrato está vigente deberá incluir el plazo para realizar liquidación final, si la hubiere, sin que el contrato menor de dirección de obras esa duración pueda exceder de un año. En esta línea argumental cabe, además, afirmar que en ningún caso el plazo de garantía de las obras formará parte del cómputo del plazo de duración del contrato de dirección de obras.

Tercera.- Es necesario para evitar supuestos de infracción de la duración de los contratos menores, tener en cuenta que si hay liquidación final de la obra y el plazo de ejecución de las obras fuera de 12 meses, el contrato menor de dirección de obra podría exceder del plazo previsto de un año. Con lo cual la utilización del contrato menor requerirá que la duración, computados ambos plazos, el de ejecución de la obras y el de liquidación final, si la hubiere, no excediere de un año.

Cuarta.- Se recomienda la contratación en una misma licitación de los profesionales intervinientes en los contratos de obras a fin de evitar sucesivos contratos menores, y una adecuada planificación de las obras a realizar para poder adjudicar mediante el correspondiente procedimiento de licitación tales servicios en aras a la publicidad, transparencia y libre concurrencia.

F) Aragón
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 26/2018, de 15 de noviembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Posibilidad de celebración a distancia de las mesas de contratación.
En ausencia de una norma expresa que establezca supuestos específicos en los que las mesas de contratación deban constituirse y celebrarse de forma presencial, su celebración con participación a distancia de sus miembros debe considerarse válida. Corresponderá al Secretario de la mesa verificar qué miembros comparecen a distancia y comprobar que han podido participar en el debate y toma de decisión de forma efectiva.

Dicho principio podrá exceptuarse cuando la presencia física sea necesaria para garantizar una adecuada formación de la voluntad del órgano.

→ Informe 25/2018, de 15 de noviembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Ámbito de la ampliación de cuantía de los contratos menores de agentes públicos del sistema español de ciencia, tecnología e innovación
I. Para que se aplique el umbral especial establecido en la disposición adicional quincuagésima cuarta de la Ley de Contratos del Sector Público deberán concurrir simultáneamente las siguientes condiciones:

a) Debe tratarse de contratos menores de suministro o servicios de los agentes públicos del sistema español de ciencia, tecnología e innovación.

b) Deben ser contratos menores de suministro o servicios en el ámbito de las funciones de estos agentes, tal cual las concreta la citada Ley 14/2011, centradas en la investigación, el desarrollo experimental y la innovación.

c) Se referirá a todos aquellos gastos que no puedan considerarse de “servicios generales y de infraestructura” en el sentido señalado en este informe, es decir, aquellos gastos que se encuentren vinculados directamente a la realización de la concreta actividad investigadora excluidos los de índole organizativa, estructural o financiera, que habrían de afrontarse igualmente aunque la actividad investigadora no tuviese lugar, sin que puedan imputarse como un coste más prorrateado sobre la misma.

II. Los contratos relativos a gastos correspondientes a “servicios generales y de infraestructura”, al igual que los relativos a funciones o actividades distintas de las señaladas en la letra b) anterior, tal como las de docencia o asistenciales, no están incluidos en el ámbito objetivo de la disposición adicional quincuagésima cuarta de la Ley de Contratos del Sector Público y, en consecuencia, rige para ellos el umbral general de la Ley de Contratos del Sector Público.

→ Informe 24/2018, de 31 de octubre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Alcance de  aplicación de la Ley de Contratos del Sector Público al Instituto Tecnológico de Aragón.
→ Informe 23/2018, de 31 de octubre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Modelo tipo de Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares aplicable a contratos de suministros en su modalidad de procedimiento negociado sin publicidad.
G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa

→ Informe 9 /2018, de 14 de diciembre, sobre continuidad en la prestación de un servicio cuya vigencia del contrato ha finalizado. 
1.- La LCSP no permite las prórrogas tácitas si bien contempla un supuesto excepcional en el que, por razones de interés público y como consecuencia de acontecimientos imprevisibles, puede acordarse la prórroga de la prestación del servicio, hasta 9 meses más, siempre y cuando el anuncio de licitación del nuevo contrato se haya publicado con una antelación mínima de tres meses, y como cualquier prórroga se regirá por las mismas condiciones que el contrato original. Este supuesto no se recogía en la anterior normativa por lo que no puede aplicarse a los contratos adjudicados conforme al TRLCSP

2.- La ejecución de una prestación sin contrato tramitado conforme a las normas de contratación administrativa puede considerarse como un acto nulo de pleno derecho, debiendo declarar su nulidad, pero continuando la prestación con las condiciones que se acuerden en ese acto, sin que tenga relación con el contrato anterior , el cual ya expiró.

3.- La disposición transitoria tercera de la Ley de presupuestos de la CAC para el año 2018 no es de aplicación a los contratos adjudicados o iniciados con anterioridad a su entrada en vigor .

4.- Sin entrar en la aplicabilidad o no de esta disposición transitoria tercera de la ley de presupuestos de la CAC para el 2018, de acuerdo con el articulo 202 de la LCSP debe especificarse en los correspondientes pliegos de cláusulas administrativas particulares que regirán la concreta contratación, el retraso o impago de las nóminas.

H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

V. DICTÁMENES DEL CONSEJO DE ESTADO Y DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ARAGON.
A) Consejo de Estado.
B) Consejo Consultivo de Aragón 
→ Dictamen 299/2018, de 10 de diciembre de 2018, se dictamina desfavorablemente la resolución del contrato de limpieza de edificios comarcales suscrito por la Comarca del Bajo Aragón, por haberse producido la caducidad del procedimiento. 

→ Dictamen 319/2018, de 10 de diciembre de 2018, se dictamina favorablemente interpretación que debe darse a la cláusula tercera del «contrato suscrito por el Ayuntamiento de La Muela, de servicios de letrado para el ejercicio de la acusación particular en el procedimiento conocido como Operación Molinos», así como a las cláusulas quinta, del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares del contrato de servicios de asistencia jurídica y judicial al Ayuntamiento de La Muela, por procedimiento negociado sin publicidad, primera, segunda y tercera, del Pliego de Prescripciones Técnicas del contrato de servicios de asistencia jurídica y judicial al Ayuntamiento de La Muela ,en relación con el alcance del objeto del contrato a la vista de la sentencia 213/2018 del Tribunal Supremo de 7 de mayo de 2018, dictada en el recurso de casación nº 2471/18, por la que se acuerda la nulidad parcial del procedimiento, debiendo reponerse al momento del comienzo de las sesiones de la vista del juicio oral contra alguno de los acusados en dicho procedimiento, y mas concretamente en relación a aquellos contra los que el Ayuntamiento de La Muela formuló acusación. 

→ Dictamen 366/2018, de 10 de diciembre de 2018, se dictamina favorablemente la interpretación que debe darse a la cláusula 4.6.2 del «Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares del contrato de concesión de obra pública para la redacción de proyectos y la construcción y explotación de las actuaciones necesarias para la depuración de aguas residuales de la “zona 08-B de la Comunidad Autónoma de Aragón, que comprende actuaciones en los municipios de Alhama de Aragón, Aniñón, Arándiga, Ariza, Cetina, El Frasno, Ibdes, Jaraba, Maluenda, Miedes de Aragón, Moros, Saviñán, Terrer, Torrijo de la Cañada, Villarroya de la Sierra, Brea de Aragón, Illueca, Jarque y Gotor», en relación con el reajuste de los volúmenes depurados. 

VI. OTROS DOCUMENTOS.
A) Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC). 
→ E/CNMC/004/18 Radiografía de los procedimientos de contratación pública en España.

B) Abogacía del Estado. 
→ Informe 1/2019, de la Abogacía del Estado, sobre la procedencia de compensar, por parte de la Administración del Estado, la mayor onerosidad de un contrato adjudicado por ella por consecuencia del incremento del salario mínimo interprofesional.

